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Pablo Solón: Bolivia “pierde credibilidad” 

A cinco años de la I Conferencia de los Pueblos sobre el Cambio Climático de Tiquipaya, Bolivia 
“pierde su credibilidad” a nivel internacional debido a que las propuestas que planteó en ese 
momento no están siendo respaldadas con medidas coherentes a nivel interno, dijo ayer el 
exembajador ante las Naciones Unidas, Pablo Solón.  

“La I Conferencia de Tiquipaya fue clara en plantear que los países deberían hacer una 
reducción obligatoria de emisiones que esté de acuerdo con una meta” que era el 2020, pero 
ahora se habla del  2030. 

El ambientalista llegó a Cochabamba para participar en las mesas de trabajo de la II 
Conferencia sobre el Cambio Climático, pero también en el encuentro alternativo convocado 
por organizaciones sociales disidentes al Gobierno, denominada Mesa 18.  

“Yo debo decir con toda tristeza que en estos 5 años veo que se está perdiendo credibilidad a 
nivel internacional, precisamente porque no se aplican las medidas coherentes a nivel 
internacional”, dijo.  

Explicó que hasta el 1 de octubre de este año, sólo 148 países miembros de las Naciones 
Unidas presentaron la propuesta de contribución a la reducción de emisiones, “es  lo que ellos 
van a reducir, pero bajo la lógica voluntaria” y  no obligatoria. 

A pesar de ser una propuesta “voluntaria”, Bolivia fue uno de los países que no presentó su 
documento pero no se sabe cuál es la razón. “Vamos a tener una conferencia en Bolivia pero 
Bolivia no ha presentado (su propuesta) y el tema principal en el país, en cuanto a emisiones, 
no es combustibles fósiles, sino es la deforestación”.  

Manifestó que el 66 por ciento de las emisiones de gases de efecto invernadero en Bolivia 
provienen de la deforestación de bosques, por ejemplo el 2013 se han desforestado unas 162 
mil hectáreas según datos oficiales del Ministerio de Medio Ambiente y Agua y esto significa 
que se han emitido a la atmósfera 90 millones de toneladas de dióxido de carbono.  

A esto se suma que Bolivia se suscribió a los Objetivos de Desarrollo Sostenible aprobado en 
las Naciones Unidas. El objetivo 15 en su indicador 15.2 plantea parar al deforestación y que al 
2020 se debe erradicar esa práctica en su totalidad.  

Entonces, Solon plantea que Bolivia en esta conferencia debe proponer limitar la extracción de 
combustibles fósiles; segundo, que el acuerdo que se aprobará en diciembre en París 
establezca un límite a la extracción de combustibles fósiles como la ciencia lo dice que es del 
80 por ciento. “Este creo que es un tema central, esta propuesta a nivel internacional tiene 
que respaldarla con medidas a nivel nacional”.  

En tercer lugar, el país debe demostrar que está en una transición de salir de los combustibles 
fósiles apostando por la energía solar comunitaria y familiar, para garantizar cero 
deforestaciones al 2020.  

“Si esto se plantea a nivel internacional y a nivel nacional, Tiquipaya II sería un gran suceso en 
términos de propuesta. 

Luego habrá que ver cómo esto se hace realidad pero yo creo que esos son los tres elementos 
claves para ver que se pueda evaluar si se está avanzando o si está yendo para atrás”, señaló.  



Contradicciones  

La ambientalista Sarela Paz asegura que la política que adoptó el Gobierno de Evo Morales es 
“muy contradictoria ya que nos muestra que en realidad el compromiso interno no es un 
compromiso fuerte” de preservar y respetar los derechos de la Madre Tierra como profesa a 
nivel internacional. 

Paz coincide en que la principal causa del cambio climático en Bolivia es la deforestación y los 
compromisos asumidos del Gobierno de incentivar esta práctica mediante la ampliación de la 
frontera agrícola e hidrocarburífera.  Señaló que los megaproyectos que se tienen previsto en 
la actualidad y para el futuro van en desmedro de los derechos de la Madre Tierra y de los 
pueblos indígenas. Entre ellos figuran las megahidroeléctricas, que requieren que grandes 
hectáreas sean  deforestadas, y las exploraciones de reservas hidrocarburíferas.  

Aseguró que los planteamientos del Gobierno para mitigar los efectos que causan los 
megaproyectos no son suficientes. “No se puede encarar desde una perspectiva de 
sembremos todos arbolitos, porque estamos hablando de masas de vegetación”. 

En Bolivia se deforestó 8 millones de hectáreas en 15 años 

En septiembre los 193 países miembros de las Naciones Unidas, incluido Bolivia, aprobaron por 
unanimidad una nueva agenda para el Desarrollo Sostenible que pretende poner fin a la 
pobreza, luchar contra la desigualdad y proteger el medio ambiente.  

El Objetivo de Desarrollo Sostenible (ODS) número 15 promueve para 2020 "la ordenación 
sostenible de todos los tipos de bosques, poner fin a la deforestación, recuperar los bosques 
degradados e incrementar la forestación y la reforestación a nivel mundial". 

Según datos de la Dirección General de Gestión y Desarrollo Forestal, dependiente del 
Ministerio de Medio Ambiente y Agua, cada año se deforestan 162.000 hectáreas de bosques. 
A principio de siglo el país tenía 60 millones de hectáreas boscosas que se han reducido a algo 
más de 51 millones. Entre 2001 y 2013 Bolivia perdió más de ocho millones de hectáreas de 
bosque. 

El investigador ambiental Pablo Solón cree que "una propuesta coherente debería ser reducir 
cada año un 20% de territorio deforestado", para cumplir la meta de Naciones Unidas en 2020. 
Pero teme que muchos países aceleren su deforestación hasta 2020 y entonces la frenen.  

Principal causa de calentamiento global  

Además Solón subraya que en Bolivia la deforestación es la principal causa de la emisión de 
gases de efecto invernadero a la atmósfera, lo que contribuye al calentamiento global y genera 
efectos irreversibles que se evidencian en el cambio climático. 

El 64% de las emisiones de gases de efecto invernadero que genera Bolivia se origina por la 
deforestación y el 12% por combustibles fósiles (gas, petróleo y carbón) que se queman en 
nuestro territorio. 

Cada boliviano emite una media de 14,5 toneladas de dióxido de carbono al año, en base a 
datos del World Resource Institute de 2011.  

Solón apunta a que por cada hectárea de superficie quemada se emiten entre 500 y 550 
toneladas de dióxido de carbono. Antes de que finalice octubre, Bolivia debería pronunciarse 
sobre su compromiso a la reducción de la emisión de gases antes de acudir a la Cumbre del 
Clima de París en noviembre de este año, algo que todavía no ha hecho. 



Deforestación y seguridad alimentaria 

Amparado en el discurso de garantizar la soberanía alimentaria de la población, el gobierno ha 
tomando acciones para ampliar la frontera agrícola. Sin embargo -cita Solón en base a datos 
oficiales- desde 2000 hasta 2013 se han deforestado más de ocho millones de hectáreas y el 
área cultivada es de 3,5 millones de hectáreas. 

"No es cierto que lo que se deforesta se vuelve producción agrícola para alimentar a los 
bolivianos. Más de la mitad acaba en tierra desertificada, inutilizada", declaró el investigador 
que propuso que en lugar de seguir ampliando el área para cultivos se debería rescatar la 
tierra ya deforestada y ponerla al servicio de la producción para alimentación. 

La Razón 

PIL atribuye el exceso de leche al contrabando y devaluaciones 

La empresa de capitales peruanos PIL Andina atribuyó la sobreproducción de leche que se da 
actualmente en el país a que “los productos de contrabando han inundado los mercados 
nacionales” y a “las constantes devaluaciones de las monedas de los países vecinos”.   

Así lo hizo conocer el responsable de Comunicación de PIL Andina, Wilson Alcócer, quien 
señaló que “la inamovilidad en el tipo de cambio de la moneda nacional ha complicado aún 
más el problema” de saturación del producto en el mercado boliviano. “Entiéndase que con la 
coyuntura actual de precios, ni siquiera un precio bastante más reducido aligera la carga que 
actualmente tiene la industria”, indicó el ejecutivo.  

El portavoz de la empresa transformadora de leche en productos lácteos recordó que el año 
pasado advirtieron a los productores que “el momento en que se superasen ciertos volúmenes 
de producción, deberíamos sentarnos a tomar medidas que regulen el crecimiento”.  

También señaló que en aquel momento no “se habló de reducción en los volúmenes 
acopiados”, sino de que a partir de julio “se instrumentase” un modelo de crecimiento 
consensuado y planificado, “hecho que no se dio hasta la fecha”, con lo que “ahora el 
problema ya es mucho más grande”. 

Alcócer apuntó que, pese a que los productores “plantearon que iban a conseguir mercados a 
través del Gobierno”, es necesario “ser realistas” en sentido de que “el crecimiento del 
consumo per cápita es un proceso largo que lleva años, que con los precios actuales es 
imposible conseguir mercados externos por muy buena voluntad que tenga el Gobierno” y que 
PIL propuso un precio por el excedente más bajo para desincentivar una mayor producción. 

El representante de PIL hizo estas declaraciones después de que el miércoles los productores 
lecheros se declarasen en emergencia y denunciaran que el excedente de producción de 
150.000 litros de leche diarios es rechazado por determinadas empresas de la industria láctea. 
Concretamente aludieron a PIL Andina y estimaron que cerca de 13.000 productores (5.000 de 
Cochabamba y 8.000 de La Paz) se han visto afectados por esta situación. 

La inflación del precio de la leche 

Año 

El año pasado se produjo un incremento de precios al productor, que no se ha retraído, por el 
que un litro de leche cruda o de granja alcanzó los Bs 3,70 ($us 0,53) en Cochabamba y en La 
Paz equivale a más de $us 0,53.  



Doble 

Por contra, en países como Uruguay, Argentina o Paraguay se está pagando a la fecha entre 
$us 0,26 y $us 0,32 por litro de leche cruda. Esto sitúa a la cotización boliviana del producto en 
el doble que en sus vecinos. 

El Deber 

El quintal de arroz baja a Bs 165 en frontera con Argentina 

Los productos argentinos y brasileños saturan el mercado nacional. La constante devaluación 
de sus monedas (peso y real) impactan en una masiva internación de harina, aceite, arroz y 
azúcar y perforan la economía de estos cuatro sectores en el país. Los más afectados son los 
pequeños productores de arroz que no pueden vender su producto en los mercados, pues la 
gente opta por lo más barato. 

Como ejemplo, el quintal de arroz argentino bajó a Bs 165 (antes 175) en la frontera y el 
quintal de harina se cotiza entre Bs 88 y 90. 

En los mercados La Ramada y Abasto el quintal de arroz nacional cuesta entre Bs 210 y 280. 

Los almacenes y tiendas de Salvador Mazza y de Bermejo (zonas fronterizas con Argentina) 
varían los precios día a día. La actividad comercial cobra mayor fuerza con la variación del tipo 
de cambio. Un peso argentino cuesta Bs 0,44. 

Si bien existe una internación legal de productos, también se observan 19 accesos por donde 
ingresa mercadería de forma ilegal, la que es transportada hacia Santa Cruz y Tarija eludiendo 
el punto de control en Campo Pajoso ubicado a 10 km del centro de Yacuiba. 

Pese a tal situación el dirigente de los bagalleros en San José de Pocitos (Yacuiba), Ángel 
Paniagua, se quejó porque la Aduana quiere efectuar controles a 50 metros del puente 
internacional. 

Brasil 

En la zona fronteriza con Brasil se vive similar situación. El tipo de cambio del real está entre Bs 
1,80 y 1,90, lo que incide directamente en una disminución de precios. En los supermercados y 
almacenes de Corumbá persiste la baja de precios de los productos. El aceite de cocina, de 600 
ml cuesta Bs 3, el kilo de azúcar está en Bs 3,50 y el kilo de arroz Bs 3,20. Debido a ello, la 
Aduana y el Senasag señalaron que intensifican controles para que la internación de esos 
artículos sea solo para consumo de la frontera y no para llevarlo al interior del país, según 
Arnaldo Herrera, responsable del Senasag en Arroyo Concepción.  

¿Arroceros en quiebra? 

Según datos de la Federación Nacional de Cooperativas Arroceras (Fenca), se cosecharon 
320.000 t de arroz en chala y hay más de 100.000 t estocadas en los ingenios. Los arroceros 
exigen al Gobierno que restrinja la importación.  

El expresidente de Fenca, Gonzalo Vásquez, denunció que el ingreso de arroz de contrabando 
copó un 40% del mercado nacional, sin que las autoridades apliquen medidas efectivas para el 
control.  



El titular de la Cámara Agropecuaria del Oriente (CAO), Julio Roda, pidió al presidente Evo 
Morales que excluya a este sector y a otros siete más del pago del segundo aguinaldo porque 
fueron afectados por los problemas climáticos y el contrabando de alimentos.  

Al respecto, la presidenta de la Aduana, Marlene Ardaya, informó de que se reforzó el control 
en las fronteras con 800 militares y 150 funcionarios 

Página Siete 

Denuncian que arroz de contrabando copa el 40% 

El productor de arroz y expresidente de la Federación Nacional de Cooperativas Arroceras 
(FENCA), Gonzalo Vásquez, denunció que el ingreso de arroz de contrabando copó al menos un 
40% del mercado nacional, sin que hasta el momento las autoridades responsables apliquen 
medidas efectivas para el control.  

"El gobierno nos habla de la conformación de comisiones (para controlar el contrabando), pero 
no hay nada efectivo. Estamos preocupados por ese tema porque más o menos un 40% de 
todo lo que es la oferta nacional es de contrabando”, manifestó.  

El arrocero indicó que del total de la producción nacional para esta campaña, de unas 350 mil 
toneladas, "los productores pudieron comercializar muy poco” debido a que sus precios no 
pueden competir con el arroz que ingresa de contrabando.  

"Ahorita estamos mal con los precios (del arroz de contrabando), que están muy por debajo de 
nuestros costos debido a que hay una sobreoferta en el mercado”, explicó.  

Añadió  que el costo de producción del kilo de arroz es de 3,5 a 4 bolivianos, mientras que el 
arroz de contrabando se comercializa en el mercado hasta en 3 bolivianos el kilo.  

Por esta situación, dijo que unos 37.000 productores se encuentran afectados, donde el 80% lo 
componen medianos y pequeños agricultores.  

El agricultor de este grano lamentó que todavía no existan políticas claras de apoyo a los 
productores y citó que en la actualidad hasta un 90% sigue dependiendo de las lluvias para sus 
cultivos. 


